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Los gobiernos y tecnócratas de la Unión Europea están empecinados e n supera r la crisis económica y financiera actual con una receta única : la reducción del gasto público. Primero fue en Grecia, laboratorio de ensayo de ajustes estructurales que ya habían sido puestos en práctica en otras regiones del planeta con nefastos resultados. Ahora le ha tocado el turno a España.

De esta manera las políticas neoliberales ensayadas desde el último tercio del siglo XX en los países periféricos han llegado hasta el centro del sistema, aplicándose de manera generalizada en los países semiperiféricos. La integración regional europea fundamentada desde sus inicios en el mercado, ya nos ponía en antecedentes de lo que podía suceder años después con el modelo de bienestar europeo. Su desmantelamiento acelerado con el beneplácito de las autoridades del continente

Que las medidas de ajuste estructural se ceben en las persona s con mayores dificultades no es novedad. Basta echar un vistazo al impacto terrible que esta política produjo en amplias regiones como por ejemplo, Latinoamérica en la década de los 80 y 90. Argentina es un espejo magnífico que refleja la realidad española una década después de la crisis de comienzos de los 2000 en ese país del cono sur. La falacia neoliberal de que el mercado se autorregula y la necesidad de desmantelar las restricciones a la libre circulación de capitales se ha confirmado por enésima vez como nociva para la ciudadanía, aunque en esta ocasión ha afectado de forma muy profunda a los países centrales, si bien de muy desigual manera. En el reparto de daños y beneficios, el centro del sistema no se ha visto atacado, sino al contrario, se encuentra más reforzado que nunca.

La austeridad es para unos pocos y se ha traducido en la reducción de la inversión en rubros tales como la educación, la sanidad, las políticas de igualdad, la protección a l desempleo, el sistema de pensiones... frente a los préstamos millonarios realizados a la banca internacional (en última instancia los acreedores de la banca española son fundamentalmente otros bancos alemanes y franceses de los que los primeros participan sin solución de continuidad). Esto ha permitido convertir en pública la astronómica deuda privada, imposible de saldar. La crisis de
la deuda conlleva la solicitud de préstamos cuyo monto e intereses lastran el desarrollo de cualquier otra política alternativa que quiera ponerse en marcha.

Por supuesto la reducción del gasto público está afectando al ejercicio real de los derechos, algo especialmente preocupante en el ámbito que nos ocupa. En este contexto hay que tener presente que e l reconocimiento de derechos en el ámbito de a discapacidad es algo bien reciente. Si bien la Ley 13/1982, de 7 de abril, de Integración Social de los Minusválidos, data de la década de los ochenta, como gran conquista del colectivo en pleno proceso de transición democrático, no es hasta el año 2008 cuando entra en vigor en nuestro país la Convención Internacional de los Derechos de las Persona s con Discapacidad y solamente dos años antes se había aprobado la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las personas en situación de dependencia, quizá uno de las cuerpos normativos que recoge las mayores expectativas de derechos a favor de las personas con discapacidad y que sin embargo, a la vuelta de pocos años se ha convertido en un papel mojado.

Reivindicar derechos, como prácticas cotidianas que trascienden la ley positiva, se había convertido en un ejercicio en el que el colectivo de personas con discapacidad comenzaba a estar entrenado. El lenguaje de los derechos apenas si tiene pocos años de v ida en este sector. Pasar del mero asistencialismo a la plena ciudadanía, entendida ésta en su sentido más amplio, era una exigencia  irrenunciable para los casi cuatro millones de ciudadanas y  ciudadanos con discapacidad que residen en nuestro país. Sin embargo el giro vertiginoso  de  la  realidad política y económica española ha convencido a muchas personas de que no existe más salida posible que la de asumir las consecuencias de un supuesto despilfarro del que en realidad muy pocos han sido partícipes reales y  directos y que se traduce en una usurpación de  derechos desconocida desde la transición a la democracia.

Precisamente como reflexión a esta complicada realidad, este documento pretende analizar cuáles han sido las denominadas medidas anticrisis ensayadas hasta ahora por el gobierno de la nación y qué efectos produce entre las más de dos millones de mujeres con discapacidad en España. El análisis se ha estructurado en diversos epígrafes que hacen alusión a los sectores fundamentales afectados por las reformas adoptadas en los últimos meses.

FORMACIÓN Y EMPLEO

En los últimos años ha aparecido en la terminología sociológica un nuevo término los "ni-ni" jóvenes que se enfrentan a la dura realidad de tener un riesgo de un nivel de v ida más bajo que el que disfrutaron sus madres y padres. De hecho el 54% de la ciudadanía de nuestro país entre los 18 y los 34 años dice no tener proyecto alguno por el que sentirse especialmente interesado o ilusionado.1 El escenario futuro se dibuja con tintes oscuros y los más jóvenes parecen centrados en el disfrute de un porvenir que hasta fechas bien recientes parecía prometedor, pero que en la actualidad se vive con incertidumbre y con pocas esperanzas de mejora.

A esta falta de iniciativa, hay que sumar los efectos  de las medidas enfocadas a la restricción de  la  inversión en educación.  De hecho  en  la  propuesta  de  austeridad elaborada  por el ejecutivo y remitida a Bruselas se señala que e l objetivo es que en e l año 2015 la inversión pública en educación pase del 4,9% al 3,9% del PIB. Para alcanzarlo se han adoptado medidas como el aumento del número máximo de alumnas y alumnos por aula y las horas de clase que da el profesorado, con el fin último de reducir la plantilla en unos 40.000. Mantener que este tijeretazo  no va a afectar a la calidad del sistema educativo español -en algunas zonas ya deficitaria -  es una ficción difícil de mantener. Organizaciones de madres y padres y sindicales se han aunado en defensa de una escuela pública y gratuita de calidad. Si extrapolamos esta cruda  realidad a la de las mujeres y hombres con discapacidad, cuyos niveles formativos a pesar de haber mejorado significativamente  en los últimos años siguen siendo inferiores a los de la población en general, es fácil deducir que los avances alcanzados hasta la fecha están en serio riesgo de involución.  En el caso de las mujeres con discapacidad esta política educativa tan restrictiva tiene un impacto demoledor. Recordemos que la investigación realizada por la Federación de Asociaciones para la Promoción de la Mujer con Discapacidad LUNA Andalucía en colaboración con CANF-COCEM FE Andalucía  arrojaba datos alarmantes respecto a los niveles  educativos  de las  mujeres del colectivo. A  modo de  ilustración de lo que  aquí se sostiene, basta recordar que el dato del analfabetismo funcional alcanza el 30% entre estas mujeres.  Si  el
anterior   modelo  educativo   dotado   de  mayor  financiación,   recursos  y profesorado  especial izado  era  criticable  por  las  lagunas  que  presentaba  respecto  a  las necesidades  específicas de las niñas y niños con discapacidad, nos tememos que el nuevo panorama educativo hará trizas las aspiraciones de contar con una escuela inclusiva, universal, accesible para todas y todos. En este punto es inevitable recordar que el Informe del Programa Internacional para la Evaluación de Estudiantes, más conocido como el Informe PISA elaborado por la OCDE pone en evidencia las carencias manifiestas que ya se daban en el modelo español {alto índice de fracaso escolar bajo nivel en lectura y matemáticas, etc.)
Recientemente el gobierno ha expresado su intención en modificar la normativa actual para asegurar el mantenimiento de los conciertos con colegios que segreguen por  sexo,  en oposición a la doctrina de la Sala Tercera del Tribunal Supremo, que ha rechazado de plano esta posibilidad en una reciente sentencia por considerar que se atenta contra el artículo 84 de la Ley Orgánica de Educación de 2006, relativo a la admisión de alumnado, que establece que las administraciones educativa s regularán la admisión del alumnado en centros públicos y privados concertados de tal forma que garantice el derecho a la educación, e l acceso en condiciones de igualdad y la libertad de elección de centro por progenitores o tutores. En todo caso, se atenderá a una adecuada y equilibrada distribución entre los centros escolares de las y los alumnos con necesidad específica de apoyo educativo. Esta modificación que propone e l ejecutivo da buena cuenta del nuevo horizonte del sistema educativo público que pretende consolidarse en nuestro país y que afectará muy especialmente a las niñas y jóvenes con discapacidad.

En el ámbito laboral se está produciendo asimismo una paulatina desaparición de programas de fomento del empleo para personas con discapacidad, que en los últimos años habían s ido un éxito precisamente también al introducir medidas de acción positiva que tenían en cuenta las desigualdades de género un ámbito en el que las mujeres han estado tradicionalmente excluidas, y donde aún existe un largo camino por recorrer. Hay que tener presente que los Presupuestos Generales del Estado para 2012 han reducido un 30% la partida destinada a subvenciones para la inserción laboral de colectivos con especiales dificultades, que afecta de manera muy particular al empleo protegido. Se estima que este recorte puede llegar a suponer la pérdida del empleo a 58.000 personas con discapacidad, según la denuncia pública realizada por FEAPS. Este dato no es baladí si se tiene en consideración que según datos aportados por el Observatorio Estatal de la Discapacidad el año pasado el 66% de las contrataciones de personas con discapacidad se realizaron para trabajar en Centros Especiales de Empleo.
 Los datos que arroja el Servicio Público de Empleo para el primer trimestre de 2012, pone de manifiesto cómo la contratación de personas con discapacidad ha sufrido un descenso, lo que supone iniciar una nueva tendencia negativa que viene a desmontar el fructífero trabajo realizado en este sector en los últimos años. En estos casos, el efecto sobre las mujeres con discapacidad se exacerba. Recordemos que tal y como afirma CERMI en su documento  El impacto de la crisis económica en las personas con discapacidad y sus familias por cada tres contratos que se realizan a varones con discapacidad, sólo se realizan dos a mujeres con discapacidad (la razón de sexo es de 1,6 a varones por cada uno a mujeres) con una mayor incidencia de la contratación a jornada parcial en mujeres. Ambos son indicadores claros de mayor precariedad y riesgo de exclusión social. Con las nuevas políticas de empleo se producirá una expulsión del mercado laboral de aquellas trabajadoras y trabajadores con especiales dificultades de inserción.
A esto hay que unir la reducción significativa de la protección al desempleo así como el endurecimiento de los requisitos exigidos para recibir la prestación de 426 euros que se concede a aquellas personas desempleadas mayores de 45 años de larga duración y otros colectivos especiales. Además la reducción de la prestación por desempleo a partir del sexto mes produce un efecto especialmente negativo sobre las mujeres ya que cuentan por lo general con prestaciones más bajas debido a menor contribución provocada por la desigualdad que se sufre en el ámbito laboral.

RECORTES  EN SANIDAD

Entre las medidas que se han puesto en funcionamiento recientemente, destaca la introducción de copagos, tasas por uso de servicios o prestación farmacéutica. La sombra del copago ya planeó en su día cuando se estaba gestando la ahora fallida Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las personas en situación de dependencia y fue duramente criticado por el movimiento de las personas con discapacidad, que reivindicaba la consolidación del sistema como un auténtico pilar del estado de bienestar, ahora lamentablemente en declive.

Esto supone una barrera importante para gran parte de la población o, lo que es lo mismo, una acentuación de las desigualdades en un país donde la igualdad está recogida ya en la Constitución. Muchas personas con discapacidad cuentan exclusivamente con los ingresos derivados de pensiones que, en muchas ocasiones, no supera los 400 euros al mes. Según informa COCEMFE, los ciudadanos con discapacidad tienen unos ingresos un 25% más bajos que la población en general y en España hay 21.200 personas con discapacidad que viven al mes solo con una pensión no contributiva {357,70 euros/mes). Es fácil comprender  cómo cualquier política basa da en la contención del gasto social va a afectar de manera muy directa a estas personas, y especialmente a las mujeres con discapacidad, debido a las desigualdades de género que también se dan en esta  población.

Hay que señalar asimismo que las personas con discapacidad conforman una población que, en  muchas ocasiones,  está  en contacto  habitual  con  los servicios  sanitarios,  ya  sea  por necesidades  de  rehabilitación  o  por  los tratamientos  que deben  seguir  a  largo  plazo  por motivos de discapacidad. Los recortes impuestos, no solamente en el presupuesto sanitario por habitante, sino e n reducciones salariales y la disminución de plantilla, producen una clara 
merma  en la calidad y seguridad de la atención sanitaria recibida que afecta, en mayor medida a esta  población, junto  con la población de personas mayores y aquellas  en situación de dependencia.  Véase  por  ejemplo  la  propuesta  de  obligar  al  pago  de  las  exploraciones radiológicas mamarias, que puede echar por tierra la impresionante labor que se ha llevado a cabo en los últimos años en materia de detección precoz del cáncer de mama. En la misma línea, el Real Decreto-ley 16/2012, de 20 de abril, de medidas urgentes para garantizar la sostenibilidad  del  Sistema  Nacional  de  Salud  y  mejora r  la  calidad  y  seguridad  de  sus prestaciones, también conocido como el  "medicamentazo" excluye de la sanidad pública una amplia  lista  de medicamentos  que  no están totalmente  cubiertos  por  nuestro  sistema  de protección, estableciéndose e l copago según el nivel de renta de las y los ciudadanos. Huelga se ñalar que entre las más de 400 medicinas de uso muy común que han quedado fuera de la cobertura pública muchas son de uso generalizado por personas con discapacidad ya que a pesar  de  no  tratarse  de  tratamientos  especializados,   sí  son  empleados   para  el  alivio  de sintomatologías asociadas a aciertas discapacidades.

También la nueva normativa introduce modificaciones para la adquisición de otros recursos fundamentales para muchas personas con discapacidad. Así, las prótesis serán sufragadas íntegramente por el sistema público únicamente cuando sean colocadas en un quirófano. La situación no es tan clara si se establece la diferenciación entre ortesis, apoyo u otro dispositivo externo aplicado al cuerpo para modificar los aspectos funcionales o estructurales del sistema neuromusculo-esquelético, y prótesis, extensión artificial que reemplaza o provee una parte del cuerpo que falta por diversas razones. Hasta la fecha las prótesis eran gratuitas para la persona usuaria, independientemente de su situación económica. Con la regulación actual se exigirá el abono en la misma proporción que los medicamentos y sin ningún límite de cuantía en esa aportación. Estas nuevas restricciones supondrán un impacto negativo adicional al que hay que añadir la denuncia expresada por el colectivo de las mujeres con discapacidad de nuestro país acerca de los diseños de prótesis y ayudas técnicas diseñados sin tener en cuenta las necesidades reales de las mujeres y obviando los más elementales criterios de prevención de nuevas lesiones.

En relación con la población de mujeres con discapacidad es necesario añadir que están viendo vulnerados sus derechos en materia de salud sexual y reproductiva dado que, entre otras cuestiones, se está produciendo un proceso de privatización de los servicios de sa lud sin precedentes. Ta l y como ha sido señalado anteriormente, la prevención de cáncer de mama se halla cada vez más en manos de clínicas o empresas privadas, lo que encarece los servicios., con el consiguiente impacto negativo en la salud de las mujeres. Asimismo, en ciertas comunidades autónomas los impagos a las clínicas concertadas para la interrupción voluntaria del embarazo está n llegando a impedir el libre ejercicio de este derecho (esto sin hacer mención a la propuesta de reforma planteada por el ministro del Interior para recuperar el modelo de los supuestos que supone una evidente vuelta atrás). Muchas de estas clínicas se están encontrando en la obligación de cerrar, no prestar este tipo de servicios, o, cobrar por    

adelantado a las mujeres, esto último por iniciativa política, volviendo una vez más a imponer la mayor carga de esta crisis a las persona s con menos recursos económicos.
Por todo ello, es fácil concluir que todas estas medidas que repercuten sin duda en toda la población en general, tienen sin embargo un impacto especialmente negativo en la capacidad de las personas con discapacidad para tener una vida digna, con la atención sanitar ia adecuada a sus necesidades y características. En este caso, nuevamente, las mujeres con discapacidad sufren un mayo r menoscabo puesto que se encuentran entre las más pobres de la población y se atenta directa mente a modelos de prevención y tratamientos que inciden directamente en el cuerpo femenino.
Como hemos visto la actual situación de crisis ha llevado a una gran parte de la población a encontrarse en situación de desempleo. Las personas  con  discapacidad  siempre  han presentado una menor tasa de empleo que la  población general, siendo las mujeres, las peor situadas en este ámbito. Tomando las palabras de un reciente estudio elaborado por CERMI : "según advierte la Organización Mundial de La Salud (OMS), la pobreza, o La falta de ingresos, lleva asociada un cuadro de estrés que, sumado a situaciones de desempleo y exclusión social, a contextos de violencia y constante inseguridad, constituye una combinación explosiva para el bienestar psíquico.  La crisis está afectando a la salud mental de las personas  que se enfrentan a determinados problemas que les resultan nuevos (carencia de ingresos,  situación administrativa  irregular, pérdida  de  vivienda, etc.).  De este modo,  se  constata  un  incremento en Ja aparición de determinados problemas psicosociales y en las peticiones de apoyo psicológico (baja autoestima, depresión, ansiedad, estrés, necesidad de sentirse escuchado, percepción de soledad, fracaso personal, preocupación por la situación de los seres queridos, etc.) (EAPN, 2009}. "
AUTONOMÍA  PERSONAL Y ATENCIÓN  A  LA DEPENDENCIA
Un profundo varapalo ha supuesto la restricción en la aplicabilidad de una de la ley estrella del anterior gobierno socialista, que venía a concretar en un cuerpo normativo gran parte de las aspiraciones del colectivo de personas con discapacidad, a pesar de su nacimiento renqueante y su más que confusa aplicación. Nos estamos refiriendo a la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las personas en situación de dependencia . Cada vez son menos las personas que son atendidas por el sistema de la dependencia.  De hecho según los últimos datos facilitados  por el IMSERSO en el mes de septiembre se ha reducido en 5.000 las personas atendidas así como 239.000 las personas que tienen derecho a alguna prestación o servicio y que están aún en espera, lo que viene a poner 
de manifiesto la paralización del sistema. Fatídicamente en la actualidad la única causa de reducción de estas listas de espera es precisamente el fallecimiento de los solicitantes.
Las últimas medidas adoptadas han supuesto un fuerte quebranto para el ya débil sistema de la dependencia al habérsele privado de  mil millones de euros, lo que unido a la criticable gestión de los procesos de baremación y reconocimiento de derechos en algunos territorios aboca al modelo al fracaso. Recordemos que en este ámbito las mujeres representan el 67% de las 768.611 personas que reciben prestaciones o servicios. Asi mismo son el 92% del tota l de las cuidadoras dadas de alta en la Seguridad Social (el 43% son hijas, el 22% esposas y el 7,5% nueras). A esto hay que unir el hecho de que las mujeres tienen mayor esperanza de v ida, lo que lleva implícito una mayor posibilidad de presentar una discapacidad, además del hecho cierto de que suponen el 62% del total  de la población con discapacidad en nuestro país. Además las mujeres también cobran menos de pensión de jubilación (la media para ellas es de 637 euros y para ellos de 1.071), lo que las sitúa en tener un mayor riesgo de exclusión y pobreza .

Recordemos asimismo que los recortes introducidos suponen una rebaja en un 15% de las prestaciones económicas a las personas cuidadoras en el ámbito familiar. De media, se estima que la rebaja podría llegar a suponer unos 55 euros al mes. Ese porcentaje de reducción podría ser superior porque se deja libertad a las comunidades  autónomas para que aumenten esa reducción hasta el 85%. Las personas cuidadoras en el
ámbito
familiar
no profesionales pierden además las cotizaciones a la Seguridad Social que pagaba por ellas el Gobierno. Asimismo se les exigirá cumplir con unos conocimientos básicos para atender a la persona dependiente así como también que convivir con ella. Se amplía también e l plazo para que las comunidades atiendan a las personas en situación de dependencia de sus respectivos territorios sin generar retroactividad. Se pasa de esta manera de los se is meses a los dos años. Esto quiere decir que la persona en situación de dependencia solo podrá reclamar los pagos atrasados de la prestación a la que tiene derecho si la Administración ha tardado más de dos años en realizar el pago. Se simplifica los grados de reconocimiento de dependencia. Hasta ahora  había  seis  niveles  y  con  el  reforma  se  pasa  a  tres  grados : gran  dependencia, dependencia severa y dependencia moderada . También hay que seña lar que se pospone a 2015 la incorporación de  nuevas personas usuarias de Grado 1, que son las personas en situación de dependencia moderada.
Otra importante restricción es la eliminación de las compatibilidades entre servicios. Por ejemplo, será incompatible tener acceso a un centro de día y recibir ayuda a domicilio. En cuanto al copago éste podrá ser hasta del 90% del precio del servicio que esté recibiendo. La aportación variará en función de las rentas y del patrimonio. Tan solo las personas que tengan rentas inferiores a 532 euros al mes no tendrán que abonar dicho copago. En esta misma línea a la hora de calcular la ayuda, no so lo se tendrá en cuenta las rentas de la persona en situación de dependencia, sino su patrimonio. También cambia el sistema de financiación: el 
próximo  año el Estado transferirá a las comunidades el 90% del presupuesto y el 10% restante a las que primen los servicios. La proporción irá variando hasta alcanza r que a cada concepto se le destine la mitad.

La reforma introduce además la denominada hipoteca inversa: las personas dependientes que vivan en residencias, si su pensión no da para cubrir el coste, su vivienda se usará como aval. Asimismo el ejecutivo a procedido a rebajar en un 13% el llamado 'nivel mínimo', es decir, el dinero que reciben las comunidades autónomas por cada persona atendida en función de su gravedad, de forma que las regiones recibirán 200 millones de euros menos para atender a estas personas con respecto al año pasado.

SISTEMA  IMPOSITIVO
Sin duda alguna la política fiscal es un epígrafe donde el género tiene una importancia relevante. La base de esta afirmación la encontramos en e l hecho evidente de la desigualdad económica que existe entre hombres y mujeres en nuestra sociedad, y también, cómo no, en el colectivo de las personas con discapacidad. La introducción de modificaciones en el sistema impositivo que contribuyan a aumentar la brecha de dichas desigualdades a través de la aplicación de la regresividad fiscal o la presión mediante la subida de los denominados impuestos directos al consumo puede llegar a producir efectos catastróficos en el poder adquisitivo de la ciudadanía, y muy especialmente en el de las mujeres.

Un ejemplo de ello es la subida de los impuestos directos al consumo como el IVA con la subida del tipo normal pasa del 18% al 21%, mientras el reducido aumenta del 8% al 10% .El IVA superreducido, que grava los productos más esenciales como el pan o las verduras, se queda en el 4%. Esto tiene un efecto directo en todos los bolsillos, y especialmente en las clases medias y bajas, si además tenemos en cuenta que el IVA que grava la adquisición de productos de lujo no ha sido incrementado.
Tampoco se ha entrado a discutir la fiscalidad especialmente ventajosa que mantienen las denominadas SICAV -sociedades de inversión de capital variable- instrumentos financieros que permiten invertir dinero difiriendo el pago anual de impuestos, al igual que un fondo de inversión. A través de estos instrumentos las personas accionistas de estas sociedades tributan por las plusvalías una vez que éstas se materializan, repartiendo dividendos o vendiendo las acciones de la SICAV con plusvalías al tipo establecido para las rentas de capital en España. Las SICAV se han convertido de esta manera en una vía de evasión fiscal de las grandes fortunas que escapa al control de la Agencia Tributaria , que no puede investigar posibles fraudes.

En un país donde el modelo fiscal presiona cada vez más a quienes menos tienen y ofrece ventajas a los grandes capitales, y no precisamente para que inviertan en el país, es fácil entender el efecto nocivo que sobre la mayoría de la población están teniendo las últimas medidas adoptadas en este ámbito.

AYUDAS  Y  SUBVENCIONES
En este contexto no se puede pasar por alto las dificultades a las que se están enfrentando las organizaciones sociales de la discapacidad debido a las constantes las reducciones de las ayudas y subvenciones públicas. El efecto además es múltiple, ya que dichas organizaciones bien son prestadoras de servicios (centros residenciales por ejemplo) o bien son empleadores directos de mujeres y hombres con discapacidad, como en el caso de los centros especia les de empleo.

Esta situación ha exigido que en los últimos años se hayan comenzado a aplicar planes de restricción del gasto y de la contratación en dichas organizaciones llegando en algunas de ellas a  lidiar  con  el  fantasma  de  su  total  desaparición. Las  políticas  públicas  en  materia  de discapacidad  pasan a  manos  de  una  administración  cada  vez  más débil  y  escasamente financiada en detrimento del tercer sector abocado a reducir sus servicios de manera drástica. Por supuesto esto afecta también a las organizaciones feministas. El cambio de rumbo en los últimos meses de las políticas de igualdad entre los géneros no solamente se ha dejado sentir en la reformas legales acometidas por el gobierno (véase el caso de la reforma propuesta a la Ley Orgánica  de salud sexual y  reproductiva  y  de  la  interrupción voluntaria  del embarazo 2/2010 de 3 de marzo 2010) sino también en la financiación de las organizaciones de mujeres, debido a la reducción del gasto público.

En un contexto como el actual donde la "igualdad de género" es traducida como "ideología de género", es fácil comprender que los apoyos a la puesta en marcha de iniciativas en este á mbito van a verse reducidos a la mínima expresión, incluso para propuestas como las realizadas por las mujeres con discapacidad, tradicionalmente vistas tanto por las organizaciones de mujeres como  por la administración pública como  entidades con poco predicamento político y por ende, más cercanas a la reivindicación de asistencia que de derechos, algo por otro lado, bien alejado de la realidad.
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